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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE ORDEN DE LA CONSEJERIA DE 
MEDIO AMBIENTE, AGRICULTURA Y AGUA, SOBRE ADECUACION DE LAS 

INDUSTRIAS Y DEMAS ACTIVIDADES A LAS EXIGENCIAS DE LA 
NORMATIVA AMBIENTAL 

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 
de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y Fun­
cionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Mur­
cia, en su sesión celebrada el día 13 de Febrero de 1.997, acuerda aprobar el siguiente 

Dictamen 

1.- ANTECEDENTES 

Con fecha 14 de enero de 1997 tuvo 
entrada en el Consejo escrito del Excmo. 
Sr. Consejero de Medio Ambiente, Agri­
cultura y Agua por el que se solicitaba, con­
forme a 10 previsto en la Disposición 
Adicional Octava de la Ley 1/1995, de 8 
de marzo, de Protección del Medio Am­
biente de la Región de Murcia, la emisión 
de Dictamen sobre el Proyecto de Orden 
de la Consejería de Medio Ambiente, Agri­
cultura y Agua sobre la Adecuación de las 
Industrias y demás Actividades a las Exi­
gencias de la Normativa Ambiental. 

La Ley 1/1995, de 8 de marzo, de 
Protección del Medio Ambiente de la Re­
gión de Murcia establece un nuevo siste­

ma en nuestra Región en relación con la 
intervención administrativa sobre laS'acti­
vidades potencialmente contaminadoras. 
Se trata de un sistema basado fundamen­
talmente en la prevención de los efectos 
contaminantes de las industrias y activida­
des así como en la minimización de esos 
efectos en sus fuentes de producción. Es 
un sistema normativo de nueva planta en 
base a la puesta en marcha de nuevos ins­
trumentos en la legislación regional como 
son las evaluaciones de impacto ambien­
tal, las declaraciones ambientales y los pro­
gramas de vigilancia ambiental. Sin 
embargo, dicho sistema de protección am­
biental debe aplicarse a una realidad que 
ha surgido, la mayor parte de las veces, de 
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espaldas a las consideraciones de protec­
ción del medio ambiente. 

El Proyecto de Orden de la Conse­
jería de Medio Ambiente, Agricultura y 
Agua sobre la Adecuación de las Industrias 
y dem;ís Actividades a las Exigencias de la 
Normativa Ambiental tiene su causa pre­
cisamente en la necesidad de arbitrar pro­
cedimientos específicos para alcanzar la 
adecuación de todas esas industrias y acti­
vidades al nuevo sistema, en cumplimien­
to de lo establecido en la Disposición 
Transitoria Primera de la Ley 1/1995, con­
templando las diferentes situaciones y per­
mitiendo una adaptación paulatina de los 
diferentes sectores que no se traduzca en 

un freno para la actividad económica re­
gional. 

Por otra parte, el Proyecto de Orden 
establece también, en desarrollo de lo dis­
puesto en los artículos 52 y 53 de la Ley de 
Protección de Medio Ambiente, los proce­
dimientos para que las industrias y activi­
dades realicen la Declaración Anual de 
Medio Ambiente que, como se ha visto, 
constituye una herramienta fundamental en 
el esquema de la Ley porque va a posibili­
tar que la Administración Regional tenga 

. un conocimiento completo de la realidad 
ambiental de nuestra Comunidad y actuar 
sobre la misma posibilitando su adaptación 
a los nuevos fenómenos que, sin duda, se 
irán materializando. 

11. ESTRUCTURA Y CONTENIDO.­

El Proyecto de Orden de la Conse­
jería de Medio Ambiente, Agricultura y 
Agua sobre la Adecuación de las Indus­
trias y demás Actividades a las Exigen­
cias de la N ormati va Ambiental consta de 
una Exposición de Motivos, siete artícu­
los estructurados en dos capítulos, dos 
disposiciones adicionales, una Disposi­
ción Final y tres anexos. 

La Exposición de Motivos del Pro­
yecto caracteriza al mismo como un desa­
rrollo reglamentario de la Ley 1/1995, de 
Protección del Medio Ambiente de la Re­
gión de Murcia y específicamente de los 
artículos 52 y 53 de la citada norma que es­
tablecen la denominada Declaración Anual 
de Medio Ambiente y determinan las acti­
vidades que están sometidas de modo obli­
gatorio a la realización de la mencionada 
declaración, así como de la Disposición 
Transitoria Primera del repetido Texto que 
establece las diversas formas de adecuación 
de las industrias y actividades a las exigen­
cias de la normativa ambiental. 

El Capítulo Primero, dividido en 
cuatro artículos, regula el procedimiento de 
adecuación de las industrias y actividades 
a la normativa ambiental distinguiendo los 
diferentes supuestos que pueden plantear­
se y asignándoles diversos efectos jurídi­
cos y materiales. 

El artículo 1 determina el ámbito de 
aplicación de la regularización administra­
tiva, circunscribiéndolo a las industrias y 
actividades que no contaren con las pre­
ceptivas autorizaciones en materia de cali­
dad ambiental para las que sea competente 
la Comunidad Autónoma de Murcia. 

El artículo 2 regula la tramitación 
del expediente de adecuación ante la Con­
sejería de Medio Ambiente, Agricultura y 
Agua, distinguiendo tres grupos diversos 
de situaciones a las que asigna consecuen­
cias diversas. En primer lugar, las indus­
trias de cuyo expediente se derive su 
adecuación a la normativa ambiental, en 
cuyo caso se procederá a la concreción o 
revisión del Programa de Vigilancia Am­
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biental de la empresa. En segundo lugar, si 
del expediente se derivase que la industria 
posee todas las autorizaciones pero las mis­
mas resultan inadecuadas por sus efectos 
ambientales, se procederá a su adecuación 
a la normativa vigente. Por último, si del 
expediente derivase la carencia de alguna 
autorización se requerirá a los interesados 
la documentación necesaria para proceder 
a la adecuación. 

El artículo 3 establece el sistema 
de adecuación para las industrias del gru­
po tercero del artículo anterior, es decir, 
aquéllas que careciesen de alguna autori­
zación, determinándose un plazo máximo 
de dos años para la misma, tal y como es­
tablece la Disposición Transitoria Prime­
ra de la Ley 1/1995. Asimismo, también 
de acuerdo con la citada Disposición Tran­
sitoria, se regula la posibilidad de plazos 
mayores en el supuesto de que, mediante 
convenio con la Consejería de Medio 
Ambiente, Agricultura y Agua, se aborde 
la adecuación global de algún sector de 
actividad. 

El artículo 4 determina que, una vez 
realizadas las medidas de adecuación por 
parte de la empresa, se procederá por la 
Consejería de Medio Ambiente, Agricul­
tura y Agua al otorgamiento de las autori­
zaciones que sean de su competencia. 

El Capítulo Segundo regula la De­
claración Anual de Medio Ambiente, de­
terminando los sujetos pasivos de esta 
obligación en el artículo 5, concretando el 
alcance de las determinaciones de la Ley 

ICES 


1/1995 al respecto, y estableciendo el con­
tenido mínimo de la Declaración Anual. 

El artículo 6 establece la obligación 
de que la Declaración Anual sea suscrita 
por el representante legal de la empresa que 
será el responsable de la exactitud de los 
datos contenidos en la misma. 

El artículo 7 hace referencia a la po­
sibilidad de que la Consejería de Medio 
Ambiente, Agricultura y Agua elabore etique­
tas identificativas y programas infortháticos 
que faciliten la cumplimentación de la De­
claración Anual por parte de las empresas. 

La Disposición Adicional Primera 
establece las competencias municipales en 
materia de adecuación ambiental de acuer­
do a lo dispuesto en la Ley 1/1995 de Pro­
tección del Medio Ambiente de la Región 
de Murcia. Asimismo se refiere al carácter 
excepcional de los plazos de adecuación 
en el supuesto de que exista convenio sec­
torial para la adecuación. 

La Disposición Adicional Segunda 
determina que la Declaración Anual corres­
pondiente a 1996 deberá presentarse antes 
del 1 de marzo de 1997. 

La Disposición Final Unica estable­
ce la entrada en vigor de la norma al día 
siguiente de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia. I 

Los anexos establecen los modelos 
oficiales de solicitud de adecuación admi­
nistrativa y de información que debe acom­
pañar a la misma y de Declaración Anual 
de Medio Ambiente. 

3 




Dictamen 5/97 

111. CONSIDERACIONES PREVIAS.­

El CES considera conveniente rea­
lizar algunas consideraciones previas an­
tes de abordar el análisis del texto del 
Proyecto de Orden de la Consejería de 
Medio Ambiente, Agricultura y Agua, so­
bre Adecuación de las Industrias y demás 
Actividades a las Exigencias de la Norma­
tiva Ambiental. 

Como es sabido la Ley 1/1995, de 
Protección del Medio Ambiente de la Re­
gión de Murcia no fue sometida a dicta­
men de este Organismo, ya que fue 
tramitada como proposición de Ley en la 
Asamblea Regional, al margen por tanto 
de las competencias del CES, por lo que es 
esta la primera ocasión en que esta Institu­
ción puede manifestar su opinión respecto 
a la misma, si bien al hilo de una norma 
que desarrolla la Ley en un aspecto tan 
básico como es la adecuación de las indus­
trias y demás actividades a la normativa 
ambiental. 

El sistema de protección ambiental 
previsto en la Ley 1/1995 parte de la nece­
sidad de una actuación coordinada de los 
titulares de las industrias y actividades po­
tencialmente contaminantes y de la propia 
Administración Pública. Sin embargo, a la 
aprobación de la Ley no ha seguido una 
actividad específica y coordinada de la 
Administración Regional y Local tendente 
a obtener la dotación de las infraestructu­
ras personales y materiales que posibiliten 
la puesta en funcionamiento del sistema 
previsto en la misma, lo que se traduce en 
la práctica en que la responsabilidad del 
proceso de adaptación recae solo sobre los 
titulares de las actividades, situación que 
se ve agravada por las altas dosis de inse­
guridad que implica un proceso en el que 

la aplicación de la normativa va a depen­
der básicamente de que la Administración 
Pública cuente con los medios necesarios 
para obtener una aplicación igualitaria y 
generalizada en todo el territorio regional. 

El CES considera que esta situación 
deriva de la falta de consenso previo entre 
los agentes económicos y sociales sobre la 
propia Ley 1/1995, y por ello estima que 
sería conveniente que se abriera un proce­
so de reflexión con todos los implicados 
en la aplicación de la misma tendente a al­
canzar unas bases comunes sobre las que 
articular un acuerdo global respecto a la 
protección del medio ambiente en la Re­
gión que podría, en su caso, abarcar crite­
rios de adecuación de la Ley a las actuales 
circunstancias. Para realizar esta propues­
ta el CES se basa en el hecho de que el 
Proyecto de Orden de Adecuación que se 
informa surge casi a los dos años de la apro­
bación de la Ley 1/1995, a punto, por tanto 
de cumplirse el plazo general de dos años 
previsto en la misma para finalizar el pro­
ceso y generando una situación de incum­
plimiento generalizado de la misma. 

En cualquier caso, el CES recomien­
da que, con base en las posibilidades que 
ofrece la Disposición Transitoria Primera 
de la Ley 1/1995, se aborde un proceso de 
diálogo con los diferentes sectores impli­
cados para lograr un acuerdo global que 
permita una aplicación coordinada de la 
norma en un horizonte temporal que po­
dría fijarse en un período de cinco años para 
posibilitar que se puedan contemplar en el 
mismo las muy diversas situaciones que se 
plantean en relación con un procedimiento 
tan complejo y con tantos intereses legíti­
mos en juego. 
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IV. OBSERVACIONES AL TEXTO DEL PROYECTO.­

A) De carácter general.­

El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positivamente 
que la Consejería de Medio Ambiente, 
Agricultura y Agua aborde el desarrollo de 
la Ley 1/1995, de 8 de marzo, de Protec­
ción del Medio Ambiente de la Región de 
Murcia en un aspecto tan básico como es 
el del procedimiento de adecuación de las 
industrias y actividades a las exigencias de 
la normativa ambiental y la puesta en mar­
cha de un instrumento básico en el sistema 
de la citada Ley como es la Declaración 
Anual de Medio Ambiente, que se confi­
gura como un elemento preventivo impres­
cindible para una adecuada protección del 
medio ambiente y un tratamiento no 
discriminatorio para las empresas y activi­
dades afectadas por la aplicación de la nor­
mativa ambiental. 

Asimismo el CES valora muy posi­
tivamente el procedimiento seguido en la 
elaboración del Proyecto de Orden some­
tido a Dictamen porque estima que en una 
materia en la que confluyen tantos intere­
ses es muy conveniente que los mismos 
sean tenidos en cuenta ya desde las prime­
ras fases de elaboración de las normas por­
que, de esta forma, se conseguirá un menor 
nivel de problemas en la aplicación de las 
mismas y una mayor colaboración de to­
dos los afectados. 

Ello no obstante, el CES considera 
que se debería hacer coincidir la entrada 
en vigor de esta norma con otras derivadas 
también de la Ley 1/1995 y, sobre todo con 
la aprobación de las ayudas e incentivos 
para la adaptación a la Ley, ya que en caso 
contrario la aplicación de la Ley de Pro­
tección del Medio Ambiente se verá seria­
mente comprometida y será más dificultoso 

contar con la necesaria colaboración de los 
agentes implicados en el proceso de adap­
tación. En este sentido, el Consejo Econó­
mico y Social recomienda al Gobierno 
Regional que en la regulación de las ayu­
das e incentivos para adecuación a la nor­
mativa ambiental se prioricen las ayudas 
las pequeñas y medianas empresas por con­
siderar que las mismas están en peor~ con­
diciones económicas para hacer frente a los 
gastos derivados de los procesos de ade­
cuación a la normativa ambiental. 

Por último, dentro de este apartado 
de observaciones de carácter general, el 
CES estima que hubiera sido conveniente 
realizar un desarrollo más exhaustivo de 
algunos aspectos contenidos en la Dispo­
sición Transitoria Primera de la Ley 1/1995, 
fundamentalmente la concreción de los cri­
terios de definición de las "pequeñas em­
presas" y de los modos de demostración 
"fehaciente" de incapacidad económica 
para proceder a la adaptación en el plazo 
excepcional de tres años a partir de la en­
trada en vigor de la Ley. Asimismo, se de­
bería también concretar el procedimiento 
para la realización y formalización de los 
convenios entre cada sector y la Conseje­
ría de Medio Ambiente, AgricultJ¡ra y 
Agua, que posibilitan la ampliación del pla­
zo general de dos años para la adaptación, 
ya que de esta forma se alcanzaría una apli­
cación más pronta y eficaz de la norma. 

B) Al articulado.­

El artículo 1 al definir el alcance del 
procedimiento de adecuación establece que 
el mismo será de aplicación a todas las in­
dustrias y actividades ubicadas en la Re­
gión que no contaren con las preceptivas 
autorizaciones en materia de calidad am­
biental para las que sea competente la Co­
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munidad Autónoma de Murcia. El CES 
considera que en este artículo debería in­
cluirse, para ser congruente con las dispo­
siciones de la Ley 1/1995 y con el 
contenido del propio Proyecto que se dic­
tamina, una referencia a las autorizaciones 
para las que sea competente la Adminis­
tración Local de la Comunidad Autónoma. 

El artículo 2 contiene los diferentes 
supuestos que pueden darse como conse­
cuencia de la tramitación de un expediente 
de adecuación derivado de la solicitud de 
una industria o actividad. En relación con 
esta disposición este Organismo opina que, 
para garantizar una participación lo más 
amplia posible de industrias y actividades 
en el proceso de adecuación, se debería 
restringir su ámbito de aplicación a las in­
dustrias que no contaren con las precepti­
vas autorizaciones tal y como expresa el 
artículo 1. Las industrias y actividades que 
contaren con las referidas autorizaciones 
no debieran verse sometidas a un expedien­
te que pueda tener como consecuencia la 
revisión de su programa de vigilancia am­
biental o la revisión de las autorizaciones 
que tengan legalmente concedidas, y ello 
porque estas dos últimas situaciones no son 
comparables a las situaciones de ilegalidad 
a que se refiere el Proyecto de Orden y para 
las mismas debiera de establecerse un pro­
cedimiento diverso que incluyese, en su 
caso sistemas de ayuda e incentivos espe­
cíficos. En efecto, en caso contrario se da­
ría la paradoja de que solo se revisasen las 
autorizaciones y programas de vigilancia 
ambiental de las industrias que, sin obliga­
ción legal se sometiesen a un procedimiento 
de adecuación, mientras que las restantes 
industrias podrán esperar a que la Admi­
nistración Ambiental actúe por propia ini­
ciativa para actualizar autorizaciones o 
programas de vigilancia ambiental, con el 
consiguiente trato desigual para industrias 
y actividades. 

El artículo 3 al determinar los pla­
zos y características del procedimiento de 
adecuación hace referencia al plazo extraor­
dinario adaptación de más de dos años a 
que se refiere el apartado 2 de la Disposi­
ción Transitoria Primera para el supuesto 
de que exista convenio de adecuación en­
tre el sector a adecuar y la Consejería de 
Medio Ambiente, Agricultura y Agua. En 
relación con esta norma el CES considera 
que debe incluirse también la referencia al 
supuesto de ampliación del plazo de ade­
cuación a tres años para las "pequeñas 
empresas que demuestren fehacientemente 
su incapacidad económica para su adapta­
ción en el plazo de dos años", al que tam­
bién se refiere la Disposición Transitoria 
Primera en su apartado 1 y, asimismo tam­
bién se debe incluir el procedimiento para 
la solicitud de ese plazo excepcional. En 
el mismo sentido este Organismo estima 
que sería conveniente determinar el pro­
cedimiento para la formalización de los 
convenios con el sector que determinan 
la aplicación de los plazos extraordinarios, 
especialmente en lo relativo a la defini­
ción y alcance del concepto de sector y el 
contenido mínimo de derechos y obliga­
ciones de las partes firmantes del corres­
pondiente convenio. También considera el 
CES que se debería especificar en la Or­
den que definitivamente se apruebe que 
los convenios se deberán suscribir con las 
organizaciones empresariales representa­
tivas de cada sector y que en los mismos 
se podrán contener disposiciones especí­
ficas para determinadas zonas geográfi­
cas o para situaciones que merezcan un 
tratamiento específico dentro del sector de 
que se trate. 

Por último, en relación con esta dis­
posición el CES considera que se deberían 
concretar los plazos para que las industrias 
y actividades procedan a la iniciación del 
procedimiento de adecuación. 
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El artículo 4 al establecer que la 
Consejería de Medio Ambiente, Agricul­
tura y Agua, otorgará las autorizaciones que 
sean de su competencia debiera, en opinión 
de este Organismo, incluir la referencia a 
las autorizaciones cuya competencia co­
rresponda a la Administración Local, tal y 
como se sugiere al comentar el artículo 1, 
ya que, en caso contrario, la industria o 
actividad debiera tramitar otro procedi­
miento de adecuación ante la Administra­
ción Local, sin coordinación con el 
tramitado ante la Administración Regional. 

El artículo 5 incluye entre los suje­
tos obligados a realizar la Declaración 
Anual a los "causantes de vertidos de aguas 
residuales, no domésticas, procedentes de 
procesos industriales y limpieza de facto­
rías en redes de saneamiento municipal o 
directamente al mar". En opinión del CES, 
dado que la Declaración Anual no tiene 
efectos directos sobre el ejercicio de la ac­
tividad sino de conocimiento de la reali­
dad ambiental de la empresa o actividad, 
sería también conveniente que se incluye­
se entre los obligados a los causantes de 
esos vertidos también cuando los mismos 
se realicen en cauces públicos, porque ello 
no está ligado al ejercicio de las compe­
tencias que sobre los citados cauces corres­
ponden a la Administración del Estado a 
través de la Confederación Hidrográfica del 
Segura. 

El artículo 6 determina la obligación 
de que la Declaración Anual de Medio 
Ambiente sea suscrita por el representante 
legal de la empresa, señalando además que 
dicho representante será el responsable de 
la exactitud de los datos que en ella cons­
ten. Ajuicio de esta Institución el conteni­
do de este artículo debiera contener una 
referencia al supuesto contemplado en el 
artículo 52.2 de la Ley 1/1995 que estable­
ce la obligación de que la Declaración de 
Medio Ambiente contenga, al menos con 
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una periodicidad trianual, un certificado 
expedido por entidad colaboradora sobre 
el cumplimiento por parte de la empresa 
de la legislación ambiental, del programa 
de vigilancia ambiental y/o medidas im­
puestas en el proceso de adecuación a la 
normativa ambiental, porque indudable­
mente la existencia de tal certificado tiene 
repercusiones desde el punto de vista de 
los sujetos responsables de la exactif§d de 
los datos contenidos en la Declaración 
Anual de Medio Ambiente. 

La Disposición Adicional Primera 
hace referencia a los procedimientos de 
adecuación ambiental para los qut\ son 
competentes los ayuntamientos. Como ya 
se ha expresado en las observaciones a di­
versos artículos del Proyecto de Orden que 
se dictamina, el CES considera que esta 
cuestión debería tratarse conjuntamente 
con los procedimientos generales de ade­
cuación para lograr una imprescindible 
coordinación entre los mismos, incluida la 
coordinación desde el punto de vista tem­
poral, siempre con el debido respeto a la 
autonomía municipal, para evitar situacio­
nes de pendencia de los procedimientos que 
solo sirven para generar inestabilidad en 
las actividades afectadas. 

La Disposición Adicional Seglmda 
determina que la declaración anual corres­
pondiente a 1996 deberá presentarse antes 
del 1 de marzo de 1997. A juicio de este 
Organismo dicho plazo debería ampliarse 
dada la fecha en que presumiblemente se 
publicará la Orden de Adecuación y 'la ne­
cesidad de que las empresas y actividades 
cumplimenten una información que en 
muchos supuestos no será fácil de obtener. 

Asimismo, considera el CES que se 
debería establecer un procedimiento tran­
sitorio para coordinar los procesos de ade­
cuación con la obligación de presentar la 
Declaración Anual para las empresas que 
se hallen sometidas a dichos procesos. 
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v. CONCLUSIONES. 

1.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positivamen­
te el Proyecto de Orden de la Consejería 
de Medio Ambiente, Agricultura y Agua 
sobre Adecuación de las Industrias y de­
más Actividades a las Exigencias de la 
Normativa Ambiental, con las observacio­
nes recogidas en el presente Dictamen, es­
pecialmente las relativas a la conveniencia 
de que se arbitren las ayudas y procedi­
mientos de obtención de las mismas para 
que el proceso de adecuación pueda ser lle­
vado a la práctica con la mayor colabora­
ción posible por parte de todos los 
implicados en el mismo. 

2.- El Consejo Económico y Social 
de laRegión de Murcia considera muy acer­
tado el procedimiento de elaboración del 
Proyecto de Orden dictaminado porque en 
el mismo se ha alcanzado un texto en cuya 
redacción han participado los diferentes in­
tereses afectados, por entender que este pro­
cedimiento garantiza una mayor implicación 
de los diferentes interesados y se traducirá 
en una mayor eficacia en la aplicación de 
esta norma y, por tanto, en un mejor cum­
plimiento de los objetivos de la Ley 1/1995, 
de 8 de marzo, de Protección del Medio 
Ambiente de la Región de Murcia. 

3.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia insta al Gobierno 
Regional a que continúe con el desarrollo 
reglamentario de la Ley 1/1995, de 8 de 
marzo, de Protección del Medio Ambiente 

VOBO 

El Presidente del Consejo Económico 
y Social 

Antonio Reverte Navarro 

de la Región de Murcia en el convenci­
miento de que el mismo supone un avance 
para la consolidación de un desarrollo sos­
tenible en nuestra Región así como una 
garantía para la calidad de vida de los ciu­
dadanos y un elemento esencial para la 
competitividad de las empresas. 

4.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia insta al Gobierno 
Regional a que se inicie un proceso de diá­
logo con los agentes sociales implicados 
en la aplicación de la Ley 1/1995, de 8 de 
marzo, de Protección del Medio Ambiente 
de la Región de Murcia tendente a alcan­
zar unas bases comunes sobre las que arti­
cular un acuerdo global respecto a la 
protección del medio ambiente en la Re­
gión que podría, en su caso, abarcar crite­
rios de adecuación de la Ley a las actuales 
circunstancias. 

En cualquier caso, el CES recomien­
da que, con base en las posibilidades que 
ofrece la Disposición Transitoria Primera 
de la Ley 1/1995, se aborde un proceso de 
diálogo con los diferentes sectores impli­
cados para lograr un acuerdo global que 
permita una aplicación coordinada de la 
norma en un horizonte temporal que po­
dría fijarse en un período de cinco años para 
posibilitar que se puedan contemplar en el 
mismo las muy diversas situaciones que se 
plantean en relación con un procedimiento 
tan complejo y con tantos intereses legíti­
mos en juego. 

Murcia, a 13 de Febrero de 1.997 

El Secretario General del Consejo Eco­
nómico y Social 

Isidro Ródenas Ruiz 
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